ACUERDDO

En la ciudad de La Plata, a 14 de noviembre de
2018, habiéndose establecido, de conformidad con lo
dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberd observarse el
siguiente orden de votacidén: doctores Soria, de Lazzari,
Kogan, Negri, se relnen los sefiores Jueces de la Suprema
Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar
sentencia definitiva en la causa P. 129.219, "Altuve,
Carlos Arturo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de
ley en causa n° 76.520 del Tribunal de Casacidén Penal, Sala
I".

ANTECEDENTES

La Sala Primera del Tribunal de Casacidén Penal,
mediante el pronunciamiento del 25 de octubre de 2016, hizo
lugar al recurso homénimo articulado por el defensor
oficial del imputado -doctor Germédn Kiefl- contra la
decisién de la Sala Segunda de la Cémara de Apelacidén vy
Garantias en lo Penal del Departamento Judicial de Bahia
Blanca que revocd la resolucidn dictada por el titular del
Juzgado en lo Correccional departamental, a través de 1la
cual se le concedidé a J. A. H. la suspensidén del juicio a
prueba. En consecuencia, casdé la resolucidén impugnada,
mantuvo el beneficio a favor del nombrado y ordend el
reenvio de las actuaciones al juzgado de origen para qgue

determine los términos y demés condiciones de



implementacién, debiendo considerar, de ser necesario, la
imposicién, como condicidén, de la realizacidén por parte del
encausado, de un tratamiento psicoldégico, previo informe
que acredite su necesidad (v. fs. 57/66 vta.).

El sefior fiscal ante aquella instancia interpuso
recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs.
79/89), el que fue concedido por el Tribunal recurrido (v.
fs. 90/93 vta.).

Oida la Procuracién General a fs. 104/110,
dictada la providencia de autos (v. fs. 111), presentada 1la
memoria que autoriza el art. 487 del Cédbdigo Procesal Penal
(v. fs. 116/118) vy encontrédndose la causa en estado de
pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvid plantear y
votar la siguiente

CUESTION

:Es fundado el recurso extraordinario de
inaplicabilidad de ley articulado por el fiscal ante el
Tribunal de Casacidén Penal?

VOTACION

A la cuestién planteada, el sefior Juez doctor
Soria dijo:

I. Contra la decisiédn resefiada en los
antecedentes, se alzdé el fiscal de Casacidén merced al
remedio de inaplicabilidad de ley por el que formuld dos

motivos de agravio.



Inicialmente, aludidé -como cuestidn federal- a la
violacidén del art. 7 inc. " de la Convencién
Interamericana para prevenir, sancionar vy erradicar la
violencia contra las mujeres, "Convencidén de Belém do Para"
(fs. 84 vta., ap. V "a").

De seguido denuncio, arbitrariedad por
fundamentacidén aparente y por apartamiento de la doctrina
legal aplicable e inobservancia de lo resuelto por la Corte
Suprema de Justicia de la Nacién en el caso "Gbébngora" (v.
fs. 84 vta. y 85).

Explicdé que la decisiédn de la Sala I del Tribunal
de Casacidén "...resulta contraria a normas constitucionales
% convencionales, y desconoce arbitraria e
injustificadamente la doctrina legal aplicable a los casos
en que [se] ventile la posibilidad de otorgar la suspensién
de Jjuicio a prueba a un imputado de un delito que
constituye violencia contra las mujeres" (fs. 85).

Recordd que en el citado fallo del Tribunal
federal se establecidé -en prieta sintesis- que no resulta
aplicable 1la suspensidén de Jjuicio a prueba respecto de
imputados por delitos que involucran supuestos de
"violencia de género", pues la habilitacidén a la suspensidn
del Jjuicio prevista en el art. 76 bis del Cdébdigo Penal
resulta contraria a las obligaciones internacionales

asumidas por el Estado Argentino a través de la Convencidn



Interamericana para prevenir, sancionar vy erradicar la
violencia contra las mujeres (Convencién de Belém do Para).
En ese orden, transcribié el recurrente lo preceptuado en
el art. 7 de dicha Convencidén interpretando que -segln esa
norma- el Estado Argentino se ha obligado a tomar
especiales medidas de proteccién a tales victimas y a
hacerlas cumplir por todos los medios a su alcance (v. fs.
85 y vta.).

Por todo ello, adujo que no resulta irrelevante
que el delito de amenazas imputado a H. en el que se ha
ordenado se conceda la suspensién de Jjuicio a prueba,
ingrese en lo gque se conoce como violencia de género y por
ende, se enmarque en el compromiso asumido por el Estado
mediante la Convencidédn invocada (v. fs. 86).

Se sigue de todo lo expuesto que no es valida la
interpretacién efectuada por los sentenciantes a la luz de
los estéandares que surgen del mentado precepto legal. Ello
asi, habida cuenta que tal interpretacidén se desentiende de
las obligaciones gque surgen del mentado art. 7 de 1la
Convencién que en la interpretacién que le dio la Corte
federal "...la adopcidén de alternativas distintas a la
definicién del caso en la instancia del debate oral es
improcedente" (consid. 7° del citado fallo "Gbéngora").

Advirtié de seguido que no se cumpliria con la

doctrina asi establecida si la amenaza de violencia y 1los



insultos proferidos por el imputado hacia la victima, fuese
"tolerada" por el Estado, otorgadndole el beneficio de una
modalidad procesal alternativa al juicio oral, como ocurre
con la suspensién de juicio a prueba (v. fs. 87).

Destacdé que la consecuencia que se deriva de la
resolucién impugnada es que guien comete un hecho de
violencia contra las mujeres -como es el caso de autos- no
es sometido a un Jjuicio oral y eventualmente condenado,
sino que es beneficiado con una suspensién de Jjuicio a
prueba que eventualmente extinguird la accidén penal sin que
queden antecedentes en su contra. Dijo que es evidente que
de ese modo se crearia el marco de impunidad que la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha sancionado (v. fs.
cit.).

Plantebé el recurrente que la decisién del
tribunal intermedio desconocié por completo el dictamen
oportunamente presentado y los sbélidos argumentos
esgrimidos por el agente fiscal interviniente para oponerse
a la viabilidad del otorgamiento del instituto en cuestidn
(v. fs. 88).

Sostuvo que los sentenciantes se apartaron
notoriamente de las constancias de la causa al sostener que
la conducta de H. no podria subsumirse dentro de un
supuesto de violencia de género, resultando méds provechoso

la posibilidad de un tratamiento destinado a neutralizar



rasgos de personalidad, habitos u otros elementos de la
psique del imputado perjudiciales para el devenir del
vinculo familiar.

Consideré que el hecho de que 1la victima haya
manifestado su conformidad con la suspensidén del Jjuicio a
prueba no puede erigirse en una excepcidén al deber asumido
por el Estado de sancionar los delitos de wviolencia de
género, al carecer de todo sustento normativo (v. fs. 88).

Adujo por fin gue el hecho narrado constituye
violencia de género, y que interpretar lo contrario sélo
bajo el argumento de ser un hecho aislado no surgiendo
inconvenientes posteriores, se trata de un razonamiento
arbitrario que evidencia errdénea interpretacidédn de las
normas vigentes en la materia (v. fs. 88 vta.).

Por ultimo, y entendiendo que la exégesis
correcta del art. 76 bis del Cédigo Penal en armonia con el
art. 7 de la Convencidn de Belém do Pard, obsta a la
aplicacién de mecanismos alternativos al Jjuicio oral en
todo delito que involucre violencia contra las mujeres,
solicitdé se haga lugar a su reclamo y se proceda a casar la
resolucién impugnada (v. fs. cit.).

IT. A contrario de lo aconsejado en el dictamen
de 1la Procuracidn General (v. fs. 104/110), el recurso
deviene insuficiente ©para conmover lo decidido en el

acotado marco de la doctrina de arbitrariedad de sentencia



que invoca (arg. arts. 495, CPP y 15, ley 48).

ITITI.1. Para decidir acerca de la procedencia del
recurso de casacidén sefialado en los antecedentes, la
aludida Sala I del Tribunal intermedio destacdé gque 1los
sefiores jueces de Cémara revocaron el pronunciamiento
dictado por el juez en lo correccional, al considerar gue
las constancias de la causa respaldaban suficientemente el
criterio del representante del Ministerio Publico Fiscal
que -al oponerse a la suspensidén del proceso a prueba-,
habia encuadrado los hechos dentro de 1las normas sobre
violencia de género, en los términos de los Tratados
Internacionales incorporados a la Constitucién nacional (v.
fs. 58 vta.).

Contrariamente a 1o resuelto en aquella
instancia, el a quo entendidé que el hecho ventilado no
constituia un supuesto de tal especie que impidiera el
progreso del instituto acordado por las partes.

En esa tarea, trascribidé la materialidad ilicita
descripta por la acusadora y dijo "...que ‘el dia 06 de
octubre del afno 2013, siendo aproximadamente las 9:30 hs.,
en circunstancias en que [H.] se encontraba en el interior
del domicilio sito en calle Israel nro. .. de este medio,
profirié términos amenazantes a M. F. (C., al referirle
[...] que se cuidara cuando saliera afuera, tendria una

soga para ella'; asimismo le refirid por intermedio de la



madre de ésta '...tu hija es una hija de p... te voy a
matar, me tiene re podrido, quiero la tarjeta y me voy,
quiero la tarjeta y me voy...' luego continud con todo tipo
de agresiones verbales al mismo tiempo que sostenia con

ambos brazos una silla intentado agredirla sin lesionarla'

(conf. requisitoria de elevacién a juicio wv. fs.
54/56vta.)" (fs. 59 vy vta., el destacado figura en el
original) .

Recorddé que 1la fiscalia calificdé el hecho como
constitutivo del delito de amenazas simples (art. 149 bis
primer péarrafo del Cbébdigo Penal) y que la defensa solicitd
la suspensién del juicio a prueba en razdn de la carencia
de antecedentes penales y la tipificacién propuesta por la
acusadora, en tanto permitia la aplicacidén del art. 76 bis
del digesto de fondo (v. fs. 59 vta.).

Agregbd que dicha defensa resaltd que su asistido
actualmente tenia buena conducta con la victima, ofreciendo
en concepto de reparacidén las disculpas del caso, a lo que
sumé que la victima estuvo de acuerdo con gque se imprimiera
a la causa el tramite previsto en el art. 76 bis del Cbédigo
Penal, aclarando que no fue presionada para tomar esa
decisidén, gque no tuvo inconvenientes posteriores, ponderd
el hijo en comin que los unia y la ausencia de problemas
con el régimen de visitas (v. fs. 59 vta. y 60).

Sentado ello, el Tribunal de Casacidn sostuvo que



"...de lo expuesto hasta aqui no permite sin méds incluir el
hecho materia de reproche en una hipotética situacidén de
violencia contra la mujer en razdn de su género, vale decir
aquella violencia ejercida por su condicién de mujer, sino
una situacidén encuadrable en el supuesto de 'violencia'
contra una mujer, que no obstante tratarse de una de las
formas que son proscriptas por la legislacidén nacional debe
medirse con un distinto alcance de restriccidén. Tampoco
abastecen ese cometido las razones esgrimidas por el fiscal
en el marco de la audiencia citada, donde explicitdé que el
imputado habria amenazado a su ex mujer, acompafado de
agresién fisica e insultos denigrantes y que las agresiones
eran frecuentes..." (fs. 60 y vta.).

Adundé que el fiscal "...no argumentdé de manera
suficiente, tanto en atencidén a una eventual reiteracidn,
ni a supuestos que permitan identificar como
suficientemente comprobada una relacidén de 'violencia' que
caracterizara a la relacidén marital o qgque mads alld del
hecho materia de reproche, se estuviera frente a una
situacidn persistente de violencia; en cualquier caso por
su 'condicién de mujer' por el contrario en el contexto de
lo concretamente acontecido en autos, no percibo que 1la
situacidén de violencia acaecida responda a un cuadro donde
haya primado esa forma relacional, todo parece indicar que

se tratd de un episodio aislado, y observado desde una



perspectiva de género no alcanza a 1ingresar bajo la
exigencial[s] de su acaecimiento en razdén de su condicidén de
mujer ni en funcidén de una posicidén prevalente del sujeto
activo que considere a la misma como una suerte de objeto
de su propiedad" (fs. 60 vta. y 61, el destacado figura en
el original).

Por lo deméds, expuso que la alusidén de 1la
acusacién a una supuesta permanencia de la situacidén de
violencia en el marco familiar Dbasada en los informes
confeccionados tres afios atréads, contrastaba con la clara
expresién de la victima del hecho investigado que negaba
rotundamente la existencia de inconvenientes posteriores,
careciéndose pues de elementos de conviccidn para tener por
acreditados episodios de violencia més alld de 1lo
acontecido en aquélla oportunidad.

Finalmente, destacdé que los hechos bajo examen vy
sus antecedentes, no permitian inferir una relacidn
asimétrica de poder entre los involucrados. "Esta nocidén
adquiere relevancia desde que el Estado limita la
posibilidad de mediar o conciliar en casos de violencia
doméstica, pretendiendo con ello resguardar a las victimas
cuando ellas presentan una situacidén de vulnerabilidad tal
que impida entonces acudir, a partir de su anuencia, a las
salidas alternativas que puede ofrecer el sistema de

enjuiciamiento" (fs. 61).



Sefialdé que mas alld de que el caso no encuadraba
en un supuesto de violencia de género, Dbasado en su
"condicién de mujer", vy frente a cualquier duda a su
respecto, indicé que 1la razdén de ser de escuchar a la
victima en el caso se correspondia con la nocidén de atender
también a sus intereses, pues de 1lo contrario la sola
citacidén y requerimiento de su opinién devendria ociosa si
de antemano se presumiera que su postura no habria de ser
estimada en la valoracién final del conflicto.

Efectud consideraciones en torno a las
desventajas de continuar con el proceso penal, aludidé al
respeto que merecian las mujeres y la necesidad de
erradicar toda forma de violencia sobre ellas v,
finalmente, refiridé al fallo "Gdébngora" de la Corte federal
a fin de marcar la diferencia que existia con el caso de
autos. Expuso que alli "...el sustrato factico que diera
lugar a la investigacidén se asentaba en un supuesto hecho
de abuso sexual y no se habia puesto en crisis -tal y como
ocurre en el presente [...]- la calificacidén de los sucesos
investigados como hechos de violencia contra la mujer, en
los términos del articulo primero de la 'Convencidédn de
Belém do Para'" (fs. 62 vta.).

Por Uultimo, entendidé que la posibilidad de un
tratamiento destinado a neutralizar rasgos de personalidad,

hadbitos u otros elementos de su psique perjudiciales para



un arménico devenir del vinculo familiar en cuestidén, podia
resultar méds provechoso, incorporandolas como parte de las
reglas pasibles de imponer en la suspensién del proceso a
prueba (v. fs. cit.).

ITIT.2. En dicho contexto el recurrente no
demuestra que el sentenciante hubiera desconsiderado las
reales particularidades del caso o gque no percibiera en
toda su complejidad los actos descriptos por el Ministerio
PUblico Fiscal, para decidir del modo expuesto.

En particular, se desentiende de gque en su
momento el juez de grado, y luego el o6rgano casatorio -al
reponer aquella decisidén- explicaron las razones por las
cuales la opinidén de la victima, 1libre vy reflexiva,
otorgando un consentimiento consciente e informado para la
viabilidad del instituto de 1la "probation", aceptando el
ofrecimiento del acusado, rodeado de las particulares
circunstancias en que fue ponderado (hecho préacticamente
aislado, sin ningtn otro episodio posterior, la Dbuena
relacidén mantenida desde entonces respecto de la victima vy
la hija en comin y su entorno, el sincero arrepentimiento
del imputado acerca de aquél suceso y el compromiso a
realizar tratamiento terapéutico de ser aconsejado por un
idéneo) no podia ser desdefiada, pues al ponérsela en
igualdad de condiciones con el imputado a los fines de

decidir sobre la forma de solucionar el conflicto, concluyd



que entonces ella habia gozado de una "tutela Jjudicial
efectiva", y por ende habia tenido un acceso efectivo a
ella, tal 1la exigencia de 1la Convencidén a 1la que se
aludiera.

Ademds, el a quo dio fundadas razones de las
diversas circunstancias féacticas entre el tantas veces
citado precedente "Gdéngora" (CSIN Fallos: 336:392), en el
cual se denunciaba un supuesto abuso sexual a una mujer, Vy
el presente caso, que sin desmerecer la seriedad de 1la
denuncia, se reputd enmarcado en otro contexto Dbien
distinto, con especial consideracién del hecho vy 1las
actitudes siguientes de las partes involucradas, asi como
que no se habia demostrado una relacidén asimétrica entre
ellos que pudiera inferir una especial situacién de
vulnerabilidad en la wvictima (v.gr. causa P. 124.615, a
contrario) .

En consecuencia, habiendo dado los motivos por
los que era dable apartarse de ese antecedente de la Corte
federal; vy mas alld de lo oportunamente dicho por este
Tribunal al decidir la causa P. 128.468, sentencia de 12-
Iv-2017, también de caracteristicas diversas a este
supuesto de hecho, estimo que el recurrente no ha replicado
debidamente cada uno de estos argumentos con la suficiencia
necesaria para evidenciar la arbitrariedad del

pronunciamiento. Es que pese al énfasis dado a sus



reclamos, ellos expresan solamente una diversa ponderaciédn
de circunstancias de hecho, prueba y de reglas procesales
que, por via de ©principio, quedan marginadas de 1la
competencia de esta Corte. Sus puntos de vista, diversos al
enfoque dado por el tribunal casatorio, no logran
satisfacer la carga argumental indispensable para revocar
el pronunciamiento en crisis.

Con en alcance dado, voto por la negativa.

El sefior Juez doctor de Lazzari, la sefiora Jueza
doctora Kogan y el sefior Juez doctor Negri, por los mismos
fundamentos del sefior Juez doctor Soria, votaron también
por la negativa.

Con lo gque termindé el acuerdo, dicténdose 1la
siguiente

SENTENCTIA

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oido
el sefior Procurador General, se rechaza el recurso
extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por el
sefior fiscal ante el Tribunal de Casacidén Penal (art. 496 y
concs., CPP).

Registrese, notifiquese y devuélvase.



EDUARDO NESTOR DE LAZZARI

HECTOR NEGRI DANIEL FERNANDO SORIA

HILDA KOGAN

R. DANIEL MARTINEZ ASTORINO

Secretario



